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El Convenio relativo a la protección de los intereses financieros de las Comunidades Europeas establecido sobre la base 
del artículo K.3 del Tratado de la UE, relativa a la protección de los intereses financieros de las Comunidades Europeas, 
define “fraude”, en materia de gastos, como cualquier acto u omisión relacionado con:  
 

• La utilización o la presentación de declaraciones o de documentos falsos, inexactos o incompletos, lo que tiene 
como efecto la percepción o la retención indebida de fondos procedentes del presupuesto general de las 
Comunidades Europeas o de los presupuestos administrados por, o en nombre de las Comunidades Europeas.  

• La no divulgación de información en violación de una obligación específica, con el mismo efecto.  

• La desviación de tales fondos para fines distintos de aquellos para los que fueron concedidos en un principio.  
  
De acuerdo con la Nota de Información de la Comisión Europea sobre indicadores de fraude para FEDER, FSE y FC 
(2009), el fraude puede clasificarse en tres grandes tipos:  
 

• Manipulación intencionada de las declaraciones financieras.  

• Cualquier tipo de apropiación indebida de bienes o derechos.  

• Comportamientos relacionados con corrupción.  
  
En particular, una definición de “corrupción” que suele ser utilizada a estos efectos, hace referencia al abuso de la 
posición (pública) para obtener un beneficio privado. Los actos corruptos facilitan muchos otros tipos de fraude e 
incumplimientos de las especificaciones de un contrato público con el fin de conseguir ventajas y pueden adoptar la forma 
tanto de corrupción activa como de corrupción pasiva.  
 
En cualquier caso, el ordenamiento jurídico español se ha ocupado de todas estas figuras delictivas, más aún en los 
últimos años, en disposiciones normativas de diferente rango legal.  
 
La Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, recientemente modificada por la Ley Orgánica 1/2015, 
de 30 de marzo, se ocupa, por su parte, en el Título XIII, Delitos contra el Patrimonio y contra el orden socioeconómico 
(concretamente, artículos 234 a 304), y en el Título XIV, Delitos contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social, 
de regular a nivel nacional la casuística existente en esta materia.  
 
En concreto, en lo referente a la gestión de los Fondos FEDER en España, la lucha contra el fraude se apoya en la 
normativa del Estado, cuyos principales exponentes son:  
 

• La Ley 7/2012, de 29 de octubre, de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria y de adecuación 
de la normativa financiera para la intensificación de las actuaciones en la prevención y lucha contra el fraude.  

• La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (LGS en lo sucesivo), con especial y explícita 
referencia al fraude en el artículo 20.4.a y en su disposición adicional vigésima tercera.   

• La Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento 
jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/EU  y 2014/24/UE, DE 26 DE 
FEBRERO DE 2014,  que prohíbe expresamente que sean contratados por el sector público quienes hayan 
sido condenados mediante sentencia firme por delitos, entre otros, de fraude, cohecho, malversación, 
receptación y conductas afines.   

  
Así mismo, la política antifraude en la gestión de los Fondos FEDER se inspira en las Directrices sobre los Fondos 
Estructurales y de Inversión Europeos 2014-2020 dadas por la Comisión Europea, en especial en los informes emitidos 
sobre la materia y, sobre todo, en la Guía de la Comisión Europea para el periodo de programación 20142020, sobre 
evaluación del riesgo de fraude y medidas anti-fraude eficaces y proporcionadas (EGESIF_14-0021-00 de 16/06/2014).  
 
El organismo intermedio, en sintonía con las funciones y procedimientos que la AG prevé en sus propios sistemas de 
gestión y control, también tendrá que aplicar medidas antifraude a lo largo del proceso de gestión de la ayuda FEDER 
que se le atribuye, una actividad que deberán desarrollar también los beneficiarios, en la medida que les corresponda.   
Todas estas medidas quedarán documentadas y recogidas en Fondos 2020.   
  
Los aspectos para los que van a definirse medidas son:   
  

• Prevención  

• Detección  

• Corrección y persecución del fraude.   
  
6.1.1 PREVENCIÓN.  
El OI ha realizado una Auto-evaluación referente al riesgo de sufrir actuaciones fraudulentas, utilizando la herramienta 
definida en la referida Guía, en su Anexo 1, que está prevista sobre Excel y contiene una metodología para evaluar y 
cuantificar un riesgo bruto y uno neto de fraude en una organización en las fases de trabajo siguientes:  
 

I. selección de candidatos (adjudicatarios, receptores de ayuda, etc)  
II. actividades de verificación.  
III. certificación y pagos.   

  
Para la aplicación de esta auto-evaluación se va a constituir un comité antifraude en el seno del OI, que se reunirá, al 
menos, una vez al año y que contará con la siguiente composición:  
 

• El responsable del área de control y verificación del OI, que hará las funciones de presidente.  

• Un representante de cada uno de los Beneficiarios participantes en los POs FEDER.  

• El técnico del área de control y verificación hará las funciones de secretario, levantado acta a tales efectos.  
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